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Decreto:   18764
DIPUTADOS INTEGRANTES DE LA  LV  LEGISLATURA

DEL  H.  CONGRESO  DEL  ESTADO  DE  JALISCO

P R E S E N T E


El que suscribe Diputado integrante de esta Legislatura, en uso de las facultades que me confiere el artículo 28 fracción I de la Constitución  Política del Estado de jalisco y, con fundamento en los diversos artículos 11, 85, 86, y 87 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, me presento ante esta representación popular a formular la siguiente:
INICIATIVA  DE  DECRETO

Que reforma y adiciona diversas disposiciones legales en materia de presupuesto y percepciones económicas de los servidores públicos del estado y de los municipios.

La presente iniciativa se desarrolla con base en la siguiente:

EXPOSICION  DE  MOTIVOS


Ha habido una constante preocupación social y una exigencia del estado democrático de derecho que estamos construyendo, por la claridad y el sano juicio en la formulación y en el ejercicio del presupuesto, de manera que esté sujeto a criterios de racionalidad, equidad y justicia, para que el erario público sirva de la manera más eficaz posible a los requerimientos del bien común. 


Especial preocupación ha tenido la sociedad jalisciense, en torno a las disposiciones presupuestales destinadas a remunerar el servicio público, ante la falta de criterios objetivos debidamente definidos que permitan establecer, con equidad y justicia, las prestaciones debidas a los servidores públicos del Estado y los municipios, situación que en más de alguna ocasión ha generado polémicas muy explicables. 


La cuestión sobre la remuneración del trabajo es uno de los problemas más álgidos, no únicamente del servicio público, sino de la sociedad en general.  Las desigualdades sociales se generan en buena medida por la falta de criterios generales, racional y objetivamente establecidos, que impidan la grave desproporción en la remuneración del trabajo y eviten que la evidente supervaloración de algunas actividades laborales, conjuntamente con la infravaloración de otras, termine por minar las relaciones sociales al generar diferencias abismales e insalvables en los diferentes grados de bienestar humano. 


Una solución planteada desde el plano legislativo debe, necesariamente, superar las cuestiones meramente coyunturales para buscar soluciones de fondo que contribuyan a dotar de mayor claridad a la formulación y al ejercicio presupuestal, sin conformarnos simplemente con acudir a soluciones momentáneas y superficiales, por más espectaculares que resulten. 


 Debemos tomar en cuenta que la tarea de establecer los montos y los destinos del dinero público corresponde a los órganos encargados de la aprobación del presupuesto en cada ámbito de competencia, de manera que no es desde la ley, sino desde el presupuesto anual, donde debe determinarse la aplicación y distribución concreta del gasto. 

Entonces, si consideramos que es en el presupuesto en donde deben determinarse los montos y las proporciones para el ejercicio del gasto público, ¿por qué proponemos una iniciativa de reformas y adiciones legales? La razón es muy sencilla; porque los procesos de presupuestación, así como el ejercicio presupuestal, se regulan mediante leyes y éstas deben establecer normas que faciliten y promuevan una determinación más justa, racional y equitativa del gasto público. 


Analizando el fondo del problema llegamos a la conclusión de que la parte toral de la cuestión no radica en que, en un momento dado, tales o cuáles, funcionarios públicos hubieran determinado incrementar sus percepciones económicas, o en los montos concretos a que éstas hubieran ascendido; sino propiamente en la discrecionalidad y, en ocasiones, en la arbitrariedad que permiten las leyes para la determinación de los emolumentos correspondientes a los servidores públicos. 


A la par que la discrecionalidad, advertimos que hace falta dotar de mayor claridad el aspecto relativo a las percepciones de los servidores públicos, pues hasta hoy no es posible tener datos confiables sobre los ingresos de todos y cada uno de ellos.  Reconozco que nuestro estado es uno de los que más avances ha tenido en la materia, sin embargo hace falta todavía un esfuerzo mayor para que la claridad en la asignación y monto de las percepciones de los servidores públicos, se ajuste a los requerimientos de un estado democrático de derecho. 


Dos ejemplos tal vez nos sirvan para demostrar lo anterior.  Hace algunos meses se inició una investigación por parte de esta legislatura para comparar las percepciones económicas de los diputados locales de Jalisco, con las de nuestros homólogos de otros estados.  Los resultados no han podido ser más desalentadores, la escasa información que se logró recabar el mínimo margen de confiabilidad de la que se obtuvo, no sólo impidió la realización de un estudio capaz de proporcionar una referencia objetiva, sino que demostró el manejo poco claro y difícilmente público de una cuestión que es, precisamente, de interés público y que la tradición política de nuestro país, al menos durante la mayor parte del siglo presente, ha mantenido en el secreto de los cajones donde se guardan las nóminas. 


En otro estudio realizado sobre las percepciones de los principales servidores públicos de los diferentes municipios del Estado, mediante datos aportados por éstos a los órganos técnicos de este Congreso, se señalan elementos suficientes para percibir la magnitud del problema, pues no sólo alguno de los ayuntamientos que en el Estado ejercen mayor presupuesto no proporcionada información alguna al respecto, sino que en ayuntamientos de características similares se evidencian desproporciones notables que nos permiten suponer que la información no corresponde a la realidad o bien, que prevalece la inequidad aún entre servidores públicos del mismo nivel en diferentes municipios. 


Conforme a lo anterior considero que las cuestiones fundamentales que una iniciativa de reformas legales debe tratar de resolver, son las relativas a la discrecionalidad y la oscuridad que rodea a los ingresos de los servidores públicos, de manera que toda percepción se encuentre debidamente regulada y explicitada en los presupuestos de egresos y que, en lo posible, no sean los servidores públicos quienes fijen sus propias percepciones.


En estas condiciones, es necesario tomar en consideración la disposición contenida en el artículo 111 de la Constitución Política del Estado, según el cual la remuneración que corresponda a los servidores públicos por el desempeño de su función, empleo, cargo o comisión, será determinada anual y equitativamente en los presupuestos de egresos del Estado, de los municipios o los organismos descentralizados, según corresponda. 


De acuerdo con el precepto constitucional aquí señalado la fijación de los salarios de los servidores públicos es competencia exclusiva del órgano que tiene la facultad de aprobar el presupuesto.  En el caso de los poderes del Estado, es el Congreso el que aprueba el presupuesto, al igual que lo hacen los cabildos en el caso de los municipios y los órganos de gobierno de los organismos descentralizados, tratándose de éstos.  Por tanto, es facultad del Congreso la fijación de las percepciones económicas en el nivel estatal, lo mismo que es facultad de los cabildos fijar los emolumentos de sus integrantes y del resto de los servidores públicos municipales; pero es facultad que debe ejercerse al presupuestar y los resultados de ese ejercicio deben constar expresamente en el presupuesto. 


Sin embargo, la aprobación del presupuesto en rubros y partidas muy generales, así como la ampliación automática de partidas, ha contribuido para que en la práctica resulte  nugatoria la facultad conferida en el artículo 111 de nuestra constitución al congreso y a los cabildos y, como consecuencia de ello, las percepciones económicas de los servidores públicos queden rodeadas de una cierta oscuridad. 


Para darle vigencia a la norma constitucional antes señalada, en el ámbito estatal, se proponen diferentes reformas y adiciones a la Ley del Presupuesto Contabilidad y Gasto Público, con el fin de que el presupuesto de los tres poderes no sea aprobado en rubros y partidas demasiado generales y para que en la aprobación del presupuesto se incluyan las plantillas de personal correspondientes, con el propósito de que conste expresamente, en efecto, el total de percepciones que correspondan a cada empleo o servicio público. 


Con lo anterior, aunado a la prohibición que se propone incluir en la Ley Para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, para que los servidores públicos no puedan percibir pago alguno que no tengan particularmente asignado en el presupuesto, se busca erradicar la práctica de pagar nóminas o compensaciones confidenciales o amparadas únicamente en partidas presupuestales genéricamente autorizadas. 


Se reconoce la existencia de una necesaria flexibilidad con el fin de que, como hasta ahora, ante el cambio de las condiciones económicas previstas al momento de presupuestar, puedan atenderse debidamente las necesidades salariales de los servidores públicos en general, mediante la ampliación automática de partidas según se autorice en el presupuesto respectivo.  Esta situación se da ya en la actualidad, pero consideramos necesario restringirla para que, en ningún caso, la ampliación automática del presupuesto pueda prestarse a un manejo arbitrario del mismo, de manera que algunos servidores públicos incrementen sus propias percepciones económicas sin autorización del órgano encargado de la presupuestación.  Por tanto, se incluye una disposición que prohibe incrementar, mediante ampliación automática, las percepciones económicas de servidores públicos tales como el Gobernador del Estado, los secretarios del Poder Ejecutivo, el Procurador de Justicia, los magistrados y consejeros del Poder Judicial, los diputados y algunos otros más.


Para evitar que mediante el ejercicio de la facultad presupuestaria por parte del Congreso se genere un desequilibrio de la división de poderes y que los diputados tengamos la posibilidad de fijar arbitrariamente, sin límite alguno, nuestras percepciones, se propone sujetar la remuneración de los diputados al límite representado por el promedio de ingresos asignados a los secretarios del Poder Ejecutivo.  De la misma manera se propone homologar, por disposición de la ley, las percepciones de los diputados con las de los magistrados  y consejeros del Poder Judicial, con el propósito de impedir que mediante el control  presupuestal pueda el Legislativo someter al Poder Judicial. 

Por lo que ve a los ayuntamientos, la autonomía municipal, consagrada en la Constitución Federal no permite la intromisión de los poderes públicos del estado en la elaboración y ejercicio del presupuesto.  Sin embargo, mediante la modificación de diversos preceptos de las leyes Orgánica y de Hacienda Municipal, conjuntamente con la ya apuntada de la Ley Para los Servidores Públicos, se prevé la obligación para los servidores públicos de elección popular de hacer pública la parte del presupuesto en la que se especifiquen las remuneraciones de cada uno de ellos, con el fin de que los habitantes de los municipios y los órganos de fiscalización, tengan conocimiento exacto de las percepciones debidas a tales servidores públicos y se establezca, con ello, un mayor control político y jurídico que propicie condiciones de mayor claridad y de menor arbitrariedad en la retribución de los servidores públicos. 


Consideramos pues, que la reforma que hoy se propone constituye un paso importante en la búsqueda de que el estado de derecho se haga patente en la remuneración de los servidores públicos del Estado y los municipios.  Tal vez resulta todavía insuficiente, pero no por ello deja de ser necesaria y urgente.

En virtud de las anteriores consideraciones someto a la elevada consideración de esta Honorable Asamblea, la siguiente:

INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES LEGALES EN MATERIA DE PRESUPUESTO Y PERCEPCIONES ECONOMICAS DE LOS SERVIDORES PUBLICOS DEL ESTADO Y DE LOS MUNICIPIOS. 

Presentada por: el Diputado José de Jesús Alvarez Carrillo:  con fecha  Octubre 28 de 1999.
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